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			I

			 

			La expresión juez estrella nació como un insulto. A finales de los años ochenta del pasado siglo, algunos magistrados alcanzaron fama, pero no por su rutilante labor instructora ni por la publicidad alcanzada por los mediáticos asuntos investigados. Ciertos poderes políticos y económicos, y sus medios de comunicación afines, endosaron ese apelativo a determinados instructores a los que quisieron presentar ante la opinión pública como ansiosos por obtener fama y notoriedad, para lo que según esa versión recurrían a agigantar el contenido de sumarios que, en opinión de los investigados, carecían de materia penal que investigar. Fueron procesos que, pasados los años, acabaron en sonadas condenas. 

			Baltasar Garzón fue el primero en ser etiquetado con ese sambenito. El juez guarda un recuerdo desigual. No olvida el periódico que se lo dedicó por primera vez, «uno de los de la caverna mediática», pero dice ser incapaz de precisar «si fue en la época del caso GAL o antes, cuando la investigación del caso Nécora». Y no duda que fue un insulto: «Por su propio contenido debería ser un término amable, pero fue lo contrario, tuvo desde el principio un carácter intencionadamente peyorativo manejado por quienes se sentían incómodos por las investigaciones que se hacían en el Audiencia Nacional; y no tanto por mí, que es al primero que se le aplica, sino en general. No es un término que surja de un interés por potenciar el trabajo que se estaba haciendo, sino por la preocupación ante ese trabajo y por eso se inicia una línea que busca el desprestigio, queriendo significar que los jueces pretenden más la presencia mediática que cumplir con su trabajo».

			El método es de sobra conocido. Primero se siembran dos o tres sospechas sobre los supuestos motivos ocultos del juez molesto. Las declaraciones críticas debidamente amplificadas de algunos de los personajes investigados son un buen abono. Luego conviene regarlo todo con un par de editoriales contundentes e incluso con algún artículo en el que un conocido experto en la materia demuestre la escasa capacitación jurídica del magistrado de turno. 

			La estrategia no era original, fue copiada de Italia, donde surgió esa invectiva dirigida a los jueces que impulsaron las primeras investigaciones contra la Mafia y que se vio redoblada contra los integrantes del colectivo Manos Limpias, con el indisimulado objetivo de intimidarlos. Es cierto que algunos magistrados, acá y allí, ralentizaron sus investigaciones al verse reflejados en los medios de comunicación, señalados con ese tipo de epítetos, porque, señala Garzón, «a veces la mejor forma de presionar sobre una investigación es poner en la portada de los periódicos la foto del juez que instruye el sumario». 

			En realidad, en todas partes del mundo donde se han acometido investigaciones contra cualquier tipo de crimen organizado se han producido presiones de los poderes políticos y económicos para intentar acabar con ellas mediante el método indirecto de desprestigiar al juez que las dirige. Hay una lectura fácil ya hecha: el objetivo era frenar determinadas investigaciones como la de los GAL, el caso Ucifa, el asesinato de Lasa y Zabala o investigaciones sobre redes de narcotráfico en las que estaban implicados determinados intereses políticos o económicos. Pero la perspectiva que da el paso del tiempo conduce a Garzón a otras conclusiones: «Había una clara intención de torpedear un nuevo sistema de investigación que nacía, porque desde luego hacía daño; el modelo de juez pasivo que existía hasta entonces había cambiado y en la audiencia Nacional, con Carlos Bueren y conmigo, comienza otra forma de ejercitar la profesión». 

			Es una verdad a medias, porque a finales de los ochenta y comienzos de los noventa son varios los jueces que llegan a sus despachos y, motu proprio, deciden cambiar los criterios de actuación comunes entonces en la judicatura. Fueron aquellos magistrados recién llegados a los juzgados del País Vasco quienes, ante las peticiones de colaboración de la Audiencia Nacional, decidieron no ponerse de lado y asumieron la dirección de las labores encomendadas: desde registros hasta redadas contra sospechosos de integrar equipos de infraestructura de ETA. 

			Hubo muchos más. En Andalucía o las Islas Baleares ciertos instructores asumieron el protagonismo de investigaciones que desvelaban los primeros casos de corrupción política y económica. Veinte jueces de Menores se amotinaron y forzaron una reforma legal que por fin incardinó esa jurisdicción en la arquitectura constitucional. Jueces jóvenes de las jurisdicciones Civil y Social se rebelaron contra la aplicación automática de las leyes y comenzaron a interpretarlas para defender mejor al más débil. 

			En Sevilla, el magistrado Ángel Márquez, instructor del caso Juan Guerra, sufrió ataques de todo tipo y condición. En Cataluña, los fiscales José María Mena y Carlos Jiménez Villarejo tuvieron que sortear duras campañas de descrédito que buscaron frenar su cruzada contra la corrupción, incluida la del pujolismo. Su impulso obligó a ponerse a trabajar a la acomodada judicatura catalana. Pero salvo esos y otros casos excepcionales, fueron los jueces de la Audiencia Nacional los más perjudicados por aquel clima hostil a su trabajo, al ser sus sumarios los que más difusión mediática tenían. 

			Baltasar Garzón Real (Torres, Jaén, 1955) quería ser psicólogo. Pero en las charlas de orientación universitaria que recibió en el seminario de Baeza, donde estudió el bachillerato, tuvo la ocasión de escuchar a uno de los jueces de distrito del municipio jienense de Jódar, que, además, era padre de Lorenzo del Río González, entonces su compañero de clase y hoy presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Garzón tenía diecisiete años y, tras oírle, cambió de criterio y se matriculó en la Facultad de Derecho de Sevilla. Lo hizo «para ser juez, y nunca contemplé ninguna otra opción salvo ser juez». Aprobó las oposiciones a la carrera judicial a la primera, en 1980, y desde entonces su historia es harto conocida. 

			Aquella promoción (Garzón fue el número once de cincuenta y un aprobados) accedió a sus primeros destinos en febrero de 1981. «Ni en ese momento ni después nadie nos dijo qué teníamos que hacer para luchar contra la corrupción. No había normas, no había ninguna dirección, pero surgió la necesidad y los avances se dieron gracias a los impulsos judiciales», recuerda. Sin preparación específica, tomaron posesión de juzgados acostumbrados a titulares pasivos, a la espera del impulso procesal que correspondía al Ministerio Fiscal, algo que casi nunca llegaba. 

			Garzón, Bueren y otros mucho menos conocidos decidieron actuar de otro modo, liderar los sumarios que instruían. Hoy ya no son dos o tres los jueces que impulsan de manera activa los sumarios bajo su jurisdicción, son muchísimos más, y la expresión juez estrella, disparada como un insulto, ha caído en desuso. En cambio, aparece el concepto de juez de trinchera, el que se sitúa en esa primera línea de la persecución del delito de cualquier clase. 

			 

			 

			II

			 

			La crisis económica que estalló en septiembre de 2008 con la caída del gigante estadounidense Lehman Brothers provocó una pavorosa recesión en todo el planeta. También en España, donde se vio agravada por el estallido de la burbuja inmobiliaria y los problemas del sector financiero, lastrado por una estructura antediluviana y la lamentable y en muchos casos delictiva gestión de las cajas de ahorro. 

			El terremoto económico empobreció a amplias capas de la población española, que vio su situación empeorada cuando, a partir de 2012, las políticas denominadas austericidas pusieron en marcha una implacable estrategia para desmontar el Estado de bienestar. Asediados por el paro de larga duración, la reducción de las prestaciones sociales, los copagos sanitarios, el desistimiento en la política de becas escolares, los desahucios, el abandono del apoyo a la dependencia y la reducción presupuestaria para las políticas de igualdad, los españoles descubrieron que el gobierno solicitaba el rescate europeo para salvar a los bancos mientras los escándalos de corrupción brotaban como champiñones tras la tormenta. 

			El fenómeno de la corrupción no era una novedad. Lo novedoso fue el descubrimiento de que los jueces, muchos de ellos al menos, comenzaron a perseguirla con más ahínco que en el pasado, sin esperar el impulso procesal de un Ministerio Fiscal que llega maniatado a este tipo de procesos. Algunos políticos implicados —nunca los suficientes, para la opinión pública— conocieron la realidad del sistema penitenciario. Incluso los banqueros comenzaron a desfilar por los juzgados a la par que inversores arruinados por la compra de productos financieros de dudosa legalidad recibían del juzgado de turno cierta satisfacción a sus demandas. 

			Mientras eso ocurría, jueces de lo Mercantil revisaban los criterios para ordenar el lanzamiento que debía poner colofón a un proceso de desahucio e incluso forzaban resoluciones internacionales que obligaban a cambiar una legislación que desprotegía en demasía al desahuciado. En la jurisdicción social, la dura reforma laboral se veía tamizada por el criterio de magistrados convencidos de que, diga lo que diga la ley, para que no se rompa el equilibrio constitucional el trabajador no puede enfrentarse desarmado a un proceso de regulación de empleo. 

			Poco a poco, la opinión pública comenzó a ver a esos jueces como a sus paladines; se convirtieron en la última trinchera que defiende sus derechos y sus libertades. Y los barómetros mensuales del Centro de Investigaciones Sociológicas empezaron a mostrar que el tradicional varapalo que la administración de Justicia recibía en sus encuestas coincidía con una imagen cada vez más positiva de los jueces y magistrados. Es la consecuencia de una sociedad que evoluciona y se vuelve mucho más sensible, más consciente de la necesidad de que jueces y fiscales hagan su trabajo en defensa del interés común, que no es otro que el común interés de los ciudadanos. 

			Por distintos motivos, Fernando Andreu, Mercedes Alaya, José María Fernández Seijo, Pablo Ruz, José Castro o Santiago Pedraz, entre otros, se hicieron dueños y señores de las portadas de los periódicos. Pero ya no eran jueces estrella, sino funcionarios públicos que, como cualquier otro, llegan cada día a su despacho y hacen su trabajo, convencidos de que eso es lo que tienen que hacer y no otra cosa.

			Por eso están en este libro, en el que por primera vez se autorretratan y explican a sus conciudadanos quiénes son, de dónde vienen, qué hacen, cómo lo hacen y, sobre todo, por qué lo hacen. No es una rendición de cuentas, sino algo más sencillo: cada juez ha sido invitado a exponer ante la opinión pública al ser humano y al profesional que está detrás de las imágenes que de ellos difunde la prensa o los medios audiovisuales, donde no son más que personajes. 

			Todos los magistrados que protagonizan esta obra han aceptado dicha invitación a mostrarse desnudos ante la ciudadanía. Algunos incluso se han sometido al método de la entrevista periodística; otros se han limitado a compartir con los autores largas horas de conversación, pero sin que hubiese una grabadora encima de la mesa. La diferencia queda reflejada en cada capítulo. Solo la magistrada Mercedes Alaya declinó colaborar con los autores para la elaboración de esta obra, y por eso el capítulo a ella dedicado pivota desde un punto de vista distinto a los demás. 

			Ninguno de los magistrados que protagonizan este libro se parece a los demás, pero todos ellos guardan un sinfín de puntos en común. Casi ninguno eligió ser juez por vocación, pero el trabajo diario los ha llevado a la convicción de que, como jueces, están comprometidos con una determinada función social, y así actúan sin complejos. Críticos con el actual modelo judicial español, defienden la necesidad de entregar la investigación penal al Ministerio Fiscal; eso sí, después de reformarlo en profundidad para eliminar los anclajes que hacen a esta institución tan dependiente del gobierno de turno. 

			Mientras ese cambio de modelo se produce, defienden que son los jueces los encargados de provocar un cambio radical en los modos de hacer justicia. Y ellos no solo lo hacen, sino que su ejemplo está generando un efecto contagio entre el resto de miembros de la judicatura que ya parece difícil de contener. Y pese a la ancestral desconfianza de la sociedad española hacia su administración de Justicia, en amplias capas se ha instalado la sensación de que, aun con muchos problemas y dificultades, esa última trinchera en defensa de los derechos y libertades de los ciudadanos funciona, se puede confiar en ella. 

			Todos los miembros de la judicatura que pueblan estas páginas rechazan la leyenda urbana que asegura que los jueces viven maniatados por enormes presiones que les impiden ejercer su trabajo con independencia. De hecho, ninguno de ellos ha acudido jamás al único mecanismo legal previsto para verse libre de los intentos de frenar su labor, que no es otro que solicitar el amparo del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ). 

			Pero el panorama no es tan idílico como ellos lo presentan. Todos han sido presionados en algún momento, de una forma u otra. Al final, así lo reconocen los magistrados Andreu o Castro. Y si bien es cierto que todos ellos han demostrado disponer de la suficiente fortaleza y/o gallardía para superar esos intentos manipuladores sin necesidad de ayuda de terceros, no lo es menos que todos han sufrido maniobras para frenar sus investigaciones, desde las más sutiles y peligrosas hasta las más burdas y brutales. 

			Es un fenómeno más extendido de lo que pudiera parecer. Pilar de Lara Cifuentes (Cartagena, Murcia, 1971) dirige desde 2007 el Juzgado de Instrucción Número 1 de Lugo, donde instruye el caso Carioca, que persigue una amplia trama corrupta con un centenar de imputados entre los que figuran agentes de la Guardia Civil, miembros del Cuerpo Nacional de Policía y clientes de la red, entre ellos un antiguo subdelegado del Gobierno en Lugo. También el sumario de la Operación Pokémon, el mayor de los abiertos por corrupción en Galicia —y que se extiende ya por otras comunidades como Asturias y Cataluña—, contra una verdadera mafia empresarial que afecta a un centenar de imputados, entre ellos anteriores gobiernos municipales del PSOE en Lugo y Orense y del PP en Santiago y La Coruña. 

			De Lara vive aislada, sometida a un acoso implacable. Tanto ella como su hija han recibido amenazas directas. Su único apoyo, para investigar y como protección, son agentes de la Guardia Civil ajenos a Galicia; con la Policía no solo no puede contar, sino que es su principal problema, al extremo de que hasta la Confederación Española de Policía ha denunciado los manejos para presionarla y boicotear el caso Carioca. 

			Una investigación derivada del anterior sumario fructificó en el caso Campeón, en el que llegó a estar imputado el que fuera secretario de Organización del PSOE José Blanco. El asunto le correspondió a la juez de Instrucción Número 3 de Lugo, Estela San José, a quien el nivel de presión y acoso de la clase política lucense le ha costado un feo divorcio. 

			Los ejemplos se suceden por toda España. Desde 2008 el juez de Instrucción Número 2 de Nules (Castellón) es Jacobo Pin (Burriana, Castellón, 1981), por quien nadie daba un céntimo cuando llegó recién salido de la Escuela Judicial, con apenas veintisiete años, a bordo de un despampanante deportivo de alto cubicaje y llamativa carrocería rojo pasión. Nadie esperaba nada de él en un juzgado en el que, desde 2002, otros ocho magistrados habían salido corriendo para librarse del caso Fabra. Hoy, el que fuera presidente provincial del PP, de la Diputación y dueño y señor de la comarca cumple cuatro años de condena por otros tantos fraudes fiscales.

			Para ello, el magistrado Pin tuvo que lidiar con una prensa regional hostil. Y en la primavera de 2012 adoptar una iniciativa inédita hasta entonces: pidió amparo al Consejo General del Poder Judicial frente a la propia Audiencia Provincial de Castellón, presidida por el magistrado Carlos Domínguez, miembro del círculo de amigos del líder del PP en la provincia. El juez entendió que, con sus resoluciones, el tribunal trataba de «imponer indirectamente el sobreseimiento del presunto delito de cohecho» del que también quería acusar a Fabra. El órgano de gobierno de los jueces no tuvo valor y se escudó en un legalismo para no resolver su petición. El 14 de febrero de 2013 el Supremo le dio la razón. 

			Hay más. La memoria de la Fiscalía General del Estado correspondiente a 2014 recoge un informe del fiscal jefe del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Murcia, Manuel López Bernal, en el que denuncia la «presión» que ejercen algunos cargos políticos o sus propias formaciones cuando se enfrentan a un procedimiento judicial a través de querellas con fines dilatorios o descalificaciones directas contra los jueces y fiscales, mientras estos se sienten «indefensos y abandonados a su suerte» ante estos ataques.

			Es un esquema válido también para los magistrados que protagonizan este libro: jueces desconocidos, en la mayoría de los casos con escasa experiencia, que un buen día llegan a un juzgado y escarban donde nadie había escarbado nada porque creen que esa es su obligación. Jueces que ven cómo se abre frente a ellos la caja de los truenos y no cejan en su empeño porque están convencidos de que esa es su obligación. Jueces sin una especial vocación que un día se hacen famosos y pese a ello declinan o desprecian ofertas para pasar a la política o para enriquecerse en poderosos bufetes, porque su compromiso vital, con el paso del tiempo, ha resultado ser otro muy distinto. 

			Son jueces de trinchera que se atreven porque ese es su deber y porque los tiempos de Garzón han pasado y, ahora, los jueces que impulsan investigaciones complejas o delicadas ya no son sospechosos de nada más que de dar recto cumplimiento al artículo 9 de la Constitución. Al contrario, son aquellos magistrados que prefieren una plácida estancia sentaditos en sus despachos lejos de tumultos y sobresaltos a quienes la sociedad pone en tela de juicio. 

			Quien otrora fue el más famoso juez estrella del firmamento mima ahora la fundación que lleva su nombre (Fibgar) y que defiende los derechos humanos y la jurisdicción universal. 

			—Cuando cumpla la condena de inhabilitación que le impuso el Supremo, ¿volverá a la judicatura?

			—Por supuesto, el día que cumpla mi sentencia pediré mi reingreso y me reincorporaré. Soy juez y me moriré siendo juez. 

		

	


	
		
			
JOSÉ CASTRO ARAGÓN


			 

			EL PODER DEL JUEZ

			 

			 

			... que ser valiente no salga tan caro,

			que ser cobarde no valga la pena...

			 

			JOAQUÍN SABINA

			 

			 

			El juez más veterano de Palma de Mallorca pertenece a ese nutrido grupo de juristas que llegó a la judicatura por avatares de la vida, no por vocación. Es más, la parafernalia que rodea a la figura del juez le disgustaba. Nacido en Córdoba en 1945, de su infancia y adolescencia no hay demasiados datos, porque José Castro guarda con celo su vida privada y porque rehúye las confidencias con los medios de comunicación. Lo que no es obstáculo para que siempre haya facilitado la labor del departamento de prensa del Tribunal Superior de Justicia de Baleares y para que, cuando ha tenido que enfrentarse a micrófonos y cámaras, lo haya hecho con educación y mesura. 

			Fan de Joan Manuel Serrat, idolatra a Joaquín Sabina por sus iconoclastas letras. Y, sobre todo, le encanta ser anfitrión, recibir en casa a familiares y amigos —categoría que incluye a algunos de los funcionarios de su juzgado— y agasajarles como corresponde, aunque su pericia en la cocina sea bastante deficiente. A menudo confiesa a sus visitas que durante mucho tiempo acarició la idea de abrir un bar, algo que no descarta hacer en el futuro para ocupar los tiempos muertos de la jubilación. Dato que desconcierta a quienes le escuchan, pues saben que José Castro no suele frecuentar las cafeterías o restaurantes de Palma. Cuando la fecha del retiro asomaba ya por el borde del calendario, una reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial elevó a los setenta y dos años el límite de ejercicio en activo de los jueces, por lo que su proyecto hostelero tendrá que esperar. 

			 

			 

			I

			 

			Estudió la enseñanza primaria y secundaria en el Colegio Cervantes de los hermanos Maristas de su ciudad natal y, tras concluir la licenciatura de Derecho, pronto se sintió más inclinado por asegurarse una nómina que por el ejercicio libre de la abogacía, por lo que no dudó en opositar al cuerpo de funcionarios de prisiones. Aprobó y realizó las prácticas en la cárcel de Carabanchel. 

			Su primer destino como titular de la plaza fue en el penal de máxima seguridad de Córdoba, desde donde fue trasladado a la prisión Modelo de Barcelona. No falta quien muestra extrañeza al conocer esta parte de su currículo, pero el juez Castro siempre replica en estos casos que esa etapa debería ser de obligado cumplimiento para todos los miembros de la judicatura «y así saber a dónde se manda a la gente, porque a menudo cuando dictamos una orden de prisión, en realidad no sabemos a dónde mandamos al detenido». 

			En la capital catalana dejó de encontrarle un sentido a su trabajo en las prisiones y decidió cambiar. Pidió la excedencia y preparó de nuevo oposiciones, las primeras que se convocaron, a secretario de juzgado. Así llegó por fin a un juzgado y así fue como descubrió que un juez es gente normal que lleva una vida normal, que no está obligado a impartir justicia todos los días a todas horas y que su trabajo no consiste en encarcelar a la gente, sino en ayudar a los más indefensos y «bajarles los humos» —como le gusta decir cuando le preguntan— a quienes exhiben prepotencia. Es este uno de los defectos que más le exasperan. 

			Opositó a juez e ingresó en la carrera en julio de 1976. Tras el habitual peregrinaje por los antiguos juzgados comarcales y de distrito, así como por varios juzgados mixtos de primera instancia e instrucción, llegó a Palma de Mallorca en enero de 1989. La elección de la capital balear fue casual. Su primera mujer vio un folleto turístico en una agencia de viajes y decidió que parecía un buen sitio para vivir. 

			Su primer destino en la isla fue el Juzgado de lo Social Número 2, donde permaneció un lapso breve pero suficiente para labrarse una reputación de juez minucioso. Cuenta la leyenda que, antes de resolver asuntos como reclamaciones de indemnización o solicitudes de pensiones de incapacidad, trataba siempre de comprobar de manera sibilina si el demandante, en efecto, padecía las lesiones que decía sufrir. Cuando es interrogado sobre ello, el magistrado ni confirma ni desmiente y se limita a exhibir una sonrisa socarrona. 

			Procedentes de Lanzarote, el proceso de adaptación de la familia al nuevo emplazamiento no fue traumático. Para que sus tres hijos no sintieran el traslado como una ruptura incluso localizó un gimnasio en el que pudiesen continuar sus prácticas de kárate, aunque el dueño del local pronto los animó a probar una disciplina nueva, el kendo, moderno arte marcial japonés centrado en el manejo del sable de bambú o shinai. 

			El cambio fue para bien, porque los tres destacaron pronto en esa especialidad y atesoran diversos campeonatos de España y Europa, a los que acudían acompañados de su padre, que ejerció de «madre de la Pantoja», ríe ahora al recordarlo. El hijo mayor, David, es seleccionador del equipo nacional de la disciplina y dirige varios centros de adiestramiento en las Islas Baleares. Los otros dos ejercen el Derecho como abogado y procurador. 

			En noviembre de 1990 llegó al Juzgado de Instrucción Número 3 de Palma. Cuando lo abandone, en diciembre de 2017, le habrá dedicado veintisiete años de manera continuada. Por antigüedad —ocupa el puesto 216 en el escalafón oficial de la carrera—, hace mucho tiempo que podría haber ascendido a la Audiencia Provincial, o al Tribunal Superior, pero nunca lo ha intentado. «No me gusta equivocarme en compañía de otros, me equivoco solo», explica a sus allegados, a los que reconoce que «nunca me ha gustado la Audiencia, nunca».

			Tampoco se planteó volver a su ciudad natal. José Castro siempre ha defendido que no es bueno que los jueces ejerzan la jurisdicción en su tierra, porque eso siempre genera vinculaciones por la familia o de amistad. No reniega de sus orígenes; al contrario, le encantan el flamenco y el salmorejo y el rabo de toro, pero su vida ya ha arraigado en Palma, donde viven sus tres hijos, sus cuatro nietos y María, su actual pareja. 

			Siempre se sintió cómodo en la isla y se esforzó por ser uno más. Por ello no dudó en sumarse a las quejas ciudadanas contra la gigante ampliación del puerto de pescadores del Molinar, próximo a su anterior domicilio. Eso sí, limitó su activismo a colgar carteles de protesta en el balcón de la casa, porque su condición de juez le inhibió a la hora de participar en otro tipo de protestas callejeras. Nunca ha hecho gala de activismo político alguno, ni siquiera gremial, porque no milita en ninguna de las asociaciones profesionales existentes en la judicatura. En varias ocasiones ha sido sondeado sobre su disponibilidad para integrar una lista electoral u ocupar un cargo público, y en todas dejó clara desde el principio su rotunda negativa, lo que abortó cualquier intento de presentarle una propuesta en firme. 

			Apasionado de las motos, tuvo varias, algunas de alta cilindrada. Aunque presume de no haber infringido nunca las normas de circulación, algún amigo suyo desvela que a veces, cuando las condiciones de la carretera lo permitían, apretaba con alegría el puño del acelerador. Empero, muestra de cordura fue su decisión de pasarse a un modesto scooter incapaz de alcanzar altas velocidades cuando fue consciente de que, cosas de la edad, las facultades físicas ya no le permitían exprimir como a él le gustaba el alto cubicaje de las máquinas que conducía. 

			Además, por prescripción facultativa tuvo que aficionarse a la bicicleta, y los mallorquines se han acostumbrado ya a verle pedalear los cinco kilómetros que separan la sede de los juzgados de su más reciente casa al borde del mar. Y si bien es cierto que tuvo un percance serio que le envió unos días al hospital con varias costillas afectadas, el ejercicio consiguió hacerle perder peso y estilizar su figura, aunque ya cuando la instrucción del caso Nóos concluía y su presencia en los medios de comunicación comenzaba a ralear.

			Y conserva como un capricho personal un BMW ZE comprado de segunda mano y que, hoy, tras tres lustros de uso, se acerca a la condición de antigualla. 

			 

			 

			II

			 

			José Castro Aragón había decidido que, cuando concluyese el interrogatorio de la infanta Cristina Federica de Borbón y Grecia, hija de rey, hermana de rey, sexta en la línea de sucesión a la Corona, no se iría a casa a darle vueltas y más vueltas a lo sucedido durante la declaración. Era consciente de haber dado un paso nunca antes ni siquiera intentado por otro juez español y no quería someterse a la inevitable tortura de reflexionar sobre los posibles errores cometidos o evaluar si de la declaración cabría extraer nuevos datos válidos para la investigación en marcha. 

			Fue el 8 de febrero de 2014, sábado. Nóos era un instituto sin ánimo de lucro creado en 1999, aunque no empezó a tener actividad hasta que en 2003 Iñaki Urdangarin fue nombrado presidente. A partir de ese momento, logró contratos millonarios de los Gobiernos de Baleares y la Comunidad Valenciana, ambos en manos del PP, así como del Ayuntamiento de Madrid, adjudicados a dedo y sin que nadie controlase el dinero público adjudicado. Gran parte de los casi seis millones de euros que Nóos consiguió de las administraciones públicas entre 2004 y 2006 acabó en las empresas privadas de Urdangarin y de su socio, Diego Torres.

			Dirigir el proceso contra el marido de la infanta Cristina concitó tal atención mediática que el juez Castro se cuidó siempre de que su investigación no alterase en exceso el normal desarrollo de las actividades del resto de los juzgados con los que comparte sede en el centro de Palma de Mallorca, por lo que ese tipo de diligencias se reservaban para el fin de semana. 

			Solventado el error de cálculo que provocó que el interrogatorio de Urdangarin se prolongase durante dos interminables días, el de su esposa pudo quedar resuelto en solo seis horas, a tiempo de organizar una cita con su círculo más íntimo de amigos con los que compartir unos gin-tonics, algunos antojitos y una charla evasora en un local de ambiente mexicano de la capital mallorquina. 

			Los convocados a la reunión habían cerrado un pacto previo para evitar que el interrogatorio de la infanta monopolizase la conversación, y lo cumplieron..., aunque el juez Castro tuvo que soportar alguna que otra mordaz indirecta, amén de jocosas digresiones al hilo de las distintas conversaciones en curso durante la reunión. 

			Pero, cuando el grupo se disponía a abandonar el local, el mariachi que amenizaba la velada a la clientela se arrancó con un clásico de la música popular mexicana, El rey, de José Alfredo Jiménez. Los acompañantes del juez Castro no pudieron evitar la carcajada mientras el magistrado se dejaba invadir por la molesta sospecha de que aquello no era una coincidencia, que él era el objetivo de la tonada.

			Avatares del destino, las figuras del juez Castro y de la infanta Cristina ya están indisolublemente soldadas en la memoria colectiva de la democracia española, que siempre había barruntado que ningún órgano judicial se atrevería jamás a emprender acciones penales contra un miembro de la Casa Real. Por eso, en cuanto el nombre de la hija del rey apareció mezclado en una causa judicial abierta por un supuesto de corrupción, una ola de indignación recorrió amplios sectores sociales, sobre todo los más castigados por la crisis, que exigieron la condena de la duquesa de Palma sin atender a pruebas o argumentaciones jurídicas, como una muestra de justicia divina. 

			En ese clima convulso, el episodio procesal protagonizado por la infanta Cristina fue toda una demostración de cuál es el verdadero poder de un juez: cuando un miembro del poder judicial quiere, puede. No es un problema de valentía, sino de voluntad. Y desde los primeros andares de la investigación el juez Castro dio muestras de que quería imputarla para tomarle declaración con todas las garantías. 

			Ahí nace el principal argumento de los detractores —que son muchos— del juez Castro: la imputación de la infanta fue un empeño personal que no responde a elementos del proceso; no es una demostración de valentía, sino un empecinamiento personal en el que jugaría un papel más importante la idiosincrasia del instructor que la investigación judicial por él conducida. 

			Es cierto que en cuanto estalló el caso Nóos se supo que uno de los principales instrumentos de Urdangarin para ocultar a la Hacienda pública los beneficios obtenidos por sospechosos métodos fue Aizoon, sociedad patrimonial cuya propiedad compartía a partes iguales con su esposa. Pero en los primeros pasos de esa pesquisa, pieza separada número 26 del macrosumario del caso Palma Arena, apenas había rastro de actividad alguna a cargo de la infanta. 

			La hermana del actual monarca era vocal del Instituto Nóos, entidad sin ánimo de lucro que facturó a diversas administraciones públicas decenas de servicios nunca prestados o realizados a sobreprecios delictivos, pero su papel nunca fue relevante. Empleados de ese organismo declararon a los investigadores policiales o al propio juez que jamás intervino en su gestión ni en la toma de decisiones estratégicas. 

			Respecto a Aizoon, esta sociedad dispuso de hasta ocho cuentas corrientes distintas en tres entidades bancarias diferentes, y en ninguna de ellas figuró como titular o autorizada la infanta Cristina. Los depósitos solo estuvieron a disposición de Urdangarin y del apoderado de la firma, Mario Sorribas Fierro. 

			Con esos antecedentes, en marzo de 2012, con el apoyo de la Fiscalía y la Abogacía del Estado, el juez Castro rechazó por vez primera la imputación de la infanta Cristina, solicitada en solitario por una de las acusaciones populares personada en las actuaciones, un seudosindicato ultraderechista llamado Manos Limpias. El instructor defendió que el interrogatorio de imputados no tiene un objetivo finalista («buscar hipotéticos y eventuales indicios de criminalidad»), sino dar al afectado la posibilidad de defenderse frente a indicios «que han de existir previamente» y que «no puedan estar desvirtuados por la sola negación de la persona a la que incriminan». 

			Por eso rechazó imputar a la infanta, porque hacerlo sin indicios suficientes «solo conduciría a estigmatizar gratuitamente a una persona, lo que no es de recibo». Pero ya entonces el juez Castro consideró oportuno advertir de que esa decisión «solo tiene vigencia en este momento, con los datos con los que ahora se cuenta». No era la primera vez: durante el interrogatorio de Urdangarin le avisó de la posibilidad de citar a su esposa ante sus constantes respuestas evasivas, pero en aquel momento todos los asistentes lo entendieron como una estratagema —incluso una presión— para cambiar la actitud del duque de Palma y forzarle a adoptar una posición más colaboradora con la investigación. 

			La no imputación de la infanta, en todo caso, puso el trabajo del juez Castro bajo sospecha de concederle un trato de favor frente a otros acusados. Junto a Urdangarin también había sido imputado su socio, Diego Torres, así como la esposa de este, Ana María Tejeiro, que compartía con la duquesa de Palma su condición de vocal del Instituto Nóos y socia de la empresa que gestionaba parte de su patrimonio familiar, lo que las colocaba a ambas en una situación muy similar en el proceso. 

			Por eso el abogado de Tejeiro, Manuel González Peters, corrió a pedir su exclusión del proceso apoyado en los mismos argumentos con los que el juez Castro rechazó la imputación de la infanta. Sin éxito, porque un dato diferenciaba el papel de una y otra en la trama: la mujer de Torres aparece no solo en la estructura organizativa del Instituto Nóos, sino también en su comité de dirección, lo que en opinión del fiscal Pedro Horrach y del propio instructor le confería un papel muy distinto, activo, al desempeñado por la esposa de Urdangarin en la trama. 

			La Audiencia Provincial de Palma vino a introducir un momento de calma en el proceso —no de cara a la opinión pública— en julio, al rechazar la pretensión de Manos Limpias y respaldar la posición del juez tras constatar que esa acusación popular era incapaz de recoger «ninguna figura de delito ni hecho» imputable a la infanta, ni circunstancias que justificasen un hipotético interrogatorio. Además, «ningún testigo de los muchos que han declarado y ningún imputado involucran de algún modo a doña Cristina Federica de Borbón en la toma de decisiones de ninguna de las entidades que giran alrededor de su esposo o de don Diego Torres», por lo que el tribunal vio imposible imputarla. 

			Los magistrados Eduardo Calderón, Mónica de la Serna y Juan Jiménez, conscientes del problema de opinión pública que estaba generándose, apoyaron de manera unánime las tesis del juez Castro y endurecieron su argumentación: la presencia del nombre de la infanta Cristina o de Carlos García Revenga, asesor de la Casa del Rey, en un folleto publicitario del Instituto Nóos no puede equipararse a conocimiento de sus actuaciones delictivas, solo supuso que Urdangarin y Torres «pretendieron adornarse de un prestigio y área de influencia añadida».

			Tras el parón estival de aquel 2012, Manos Limpias volvió a la carga, mientras que Torres redoblaba la estrategia, puesta en marcha en abril, de inundar el proceso, de manera dosificada, de correos electrónicos con los que trató de demostrar que el rey Juan Carlos I estaba al tanto de todos los negocios del Instituto Nóos, en cuyas andanzas habría estado involucrada la infanta Cristina. Como ejemplo, un mensaje que el yerno del rey dirigió a su esposa el 20 de febrero de 2003: «Aprovecho que estás conectada para enviarte una comunicación de Nóos que tengo pensado enviar. Hay dos versiones. Clientes, colaboradores y amigos. Léelo y dime qué piensas, please... Ciao».

			Algunas alarmas comenzaron a sonar en ciertos estamentos, sobre todo en el entorno del rey Juan Carlos I. Desde el primer momento, la Casa Real desplegó toda su capacidad de maniobra para limitar las consecuencias del proceso instruido por el juez Castro. El propio monarca mantuvo frecuentes contactos con los fiscales generales Cándido Conde-Pumpido y Eduardo Torres Dulce, y conversaba casi a diario con el entonces presidente del Consejo General del Poder Judicial, Carlos Dívar. Pero el paso del tiempo dejaba claro que todo el empeño puesto para frenar la instrucción del caso Nóos fracasaba mientras que la estrategia de defensa de Torres podía cobrarse una pieza de lujo, la infanta Cristina. 

			La alerta general se dio en marzo de 2013, cuando todo el mundo esperaba que la instrucción entrase en la recta final. El juez Castro decidió entonces explorar vías colaterales, como las abiertas por los correos electrónicos aportados al proceso por Torres, que sugieren que la infanta Cristina pudo ayudar a su marido a «crear un área de influencias» a favor del Instituto Nóos. 

			Reclamó también las actas, firmas y documentación de las juntas generales ordinarias y extraordinarias celebradas por esa entidad en 2003, 2004 y 2006, así como una copia de la hoja registral de Aizoon. Y dictó hasta treinta y tres citaciones, dos en calidad de imputados, entre ellos José Manuel Romero, conde de Fontao, asesor jurídico externo de la Casa del Rey encargado de poner fin a la peligrosa aventura empresarial de Urdangarin. Nadie dudó que la caza de la hija menor del rey acabara de empezar. 

			Los temores se confirmaron el 3 de abril de 2013, día en el que el juez Castro citó a la infanta a declarar como imputada porque, en su opinión, «surgen una serie de indicios que hacen dudar» de que desconociera que su esposo la utilizaba como vocal en el ámbito de influencia de Nóos y «conviene despejar en cualquiera de los sentidos, antes de finalizar la instrucción de esta pieza, la incógnita». El objetivo, agregó en su resolución, era disipar la sospecha de un cierre en falso de la investigación y, sobre todo, «evitar el descrédito de la máxima de que la justicia es igual para todos».

			Algunos de los funcionarios de su juzgado, aquellos con los que el juez Castro mantiene una relación de estrecha confianza, trataron de alertarle de la compleja tesitura en la que se adentraba la causa. Pero el instructor les transmitió firmeza en sus posiciones: si cuatro de los cinco vocales del Instituto Nóos habían sido interrogados como imputados porque no cabía su citación como testigos, la infanta debía correr la misma suerte. El ciudadano nunca habría entendido que se cerrase la causa sin cumplir ese trámite, les insistió. 

			La cita debió producirse el 27 de abril siguiente, pero nadie dijo que fuese a ser fácil y no pudo ser. La Fiscalía, la Abogacía del Estado, la defensa de Urdangarin y la representación legal del Gobierno de Baleares —personado en la causa— recurrieron de inmediato. Y aunque en un primer momento el juez Castro tuvo la tentación de mantener la citación contra viento y marea, al final optó por aplazarla hasta que la audiencia mallorquina se pronunciase.

			Sabia decisión, porque, el 7 de mayo, la Sala de Apelaciones de la Audiencia dejó en suspenso la imputación de la hija menor del rey. Fue una resolución salomónica. De un lado, arruinó cualquier posibilidad de considerar a la infanta Cristina cómplice de su marido, al concluir que nada en la causa permitía demostrar que conocía la ilicitud de sus negocios. Los catorce indicios recogidos por el juez Castro en su auto de imputación fueron considerados débiles, inconsistentes y equívocos, inútiles para formular una acusación penal contra ella como cooperadora necesaria en el «plan criminal» urdido por su marido.

			Pero, de otro lado, abrió una vía a explorar: su implicación en el delito fiscal cometido con Aizoon, «sociedad pantalla con finalidad defraudatoria» de la que era propietaria al 50 por ciento con Urdangarin: «La infanta debería saber o conocer que (...) Aizoon era una sociedad pantalla y que su marido la utilizaba para defraudar a Hacienda». Los magistrados consideraron que la infanta Cristina «podría estar en condiciones de impedir la defraudación a la hora de presentar las declaraciones del impuesto de sociedades de los años 2006, 2007 y 2008». Así que «la imputación queda de momento en suspenso, lo cual no quita que pueda verificarse posteriormente».

			Era la primera vez que la Audiencia de Mallorca no respaldaba al juez Castro, algo que no esperaba ni el fiscal Horrach. La decisión fue adoptada gracias al voto mayoritario del presidente y ponente Diego Gómez-Reino, progresista, y la magistrada Mónica de la Serna, moderada. El magistrado Juan Jiménez Vidal, progresista, defendió la autonomía del instructor para dirigir el proceso y dio el visto bueno a la mayoría de los indicios que en opinión del juez Castro permitían imputar a la infanta. 

			Tiempo después, repasando lo sucedido, el juez Castro regala una sugerente reflexión: de haber aceptado prestar declaración como imputada en aquel momento, acaso la infanta Cristina no hubiera acabado en el banquillo de los acusados. La audiencia tenía razón y los indicios contra ella eran muy débiles. Pero ese mismo tribunal le mostró al juez Castro el camino a seguir y él lo recorrió hasta sentarla en el banquillo de los acusados junto a otros quince imputados. El destino, retorcido siempre, juega estas malas pasadas. 

			El juez se puso de inmediato a ello. De entrada, pidió a la Agencia Tributaria un exhaustivo informe sobre las actividades de la infanta y la posible comisión de algún delito de índole fiscal. No sin sobresaltos ni contrariedades, las pesquisas empiezan a arrojar algunos frutos, como la localización de una cuenta de Aizoon con un saldo de unos 150.000 euros que fue utilizada por la duquesa de Palma, que afrontó además diversos gastos con una Visa Oro de la sociedad patrimonial. A finales de año, esa vía exploratoria quedó concluida. 

			La segunda imputación se produjo el 7 de enero de 2014. Aprendida la lección, nadie recurrió para evitar que la Audiencia diese un respaldo aumentado a la iniciativa del juez Castro y el interrogatorio se celebró el sábado 8 de febrero siguiente. Abrió fuego el propio instructor, que planteó a la duquesa de Palma... más de 700 cuestiones; en más de 180 ocasiones la respuesta que obtuvo fue «no lo sé», mientras que en otras 55 fue «no lo recuerdo». Este pequeño fragmento muestra el cariz de la declaración de la infanta: 

			 

			JUEZ: Perdone que sea pesado, pero, claro, esto no me da a mí una explicación de por qué interviene usted, porque su marido puede facturar como persona física, puede facturar como una sociedad unipersonal, es decir, usted no hacía falta, perdone, con eso no quiero darle un trato peyorativo, no hacía falta usted en Aizoon. 

			INFANTA CRISTINA: No, pero yo no tenía ninguna intervención en Aizoon.

			J: Por eso, si no tenía ninguna intervención, ¿por qué Aizoon?

			IC: Porque confiaba en él, él me lo sugirió y así lo acepté.

			J: Ya, pero sigo sin saberlo. ¿Desembolsó usted efectivamente su aportación de mil quinientos y algo euros?

			IC: Para su constitución, creo recordar.

			J: Sí, era un capital de 3.005 euros, ¿usted aportó realmente la mitad?

			IC: Sí, no lo recuerdo ahora, pero sí, claro.

			J: Cuando digo aportar no es que la pusiera su marido, ¿quién la puso, usted efectivamente o su marido y ya haremos cuentas?

			IC: No sé exactamente cómo se hizo, pero sí, yo debí aportar esa cantidad.

			J: Vamos a pasar a otra pregunta, ¿fue consultada usted por su marido sobre cómo comunicar al público, a los demás, a terceros, la creación de Aizoon?

			IC: No.

			J: ¿No le envió un correo con un borrador de comunicación para que usted lo revisara?

			IC: No lo recuerdo, no. 

			 

			Durante los días siguientes, fueron muchos quienes pidieron al juez Castro una valoración de aquellas seis horas de interrogatorio, pero él siempre rehusó todo comentario que pudiera resultar trascendente. A sus más íntimos les insistió en que en todo momento intentó mantener una actitud de respeto hacia la hija menor del rey, aunque la apeó de todo tratamiento protocolario y siempre se dirigió a ella con un simple «señora». Y agradece la actitud «amable y respetuosa» que atribuyó a la declarante, «instruida para no saber y no recordar nada». 

			Algunos de los letrados presentes en el interrogatorio confirman estas palabras y recuerdan que el juez Castro se mostró con la infanta menos incisivo que con otros imputados, como García Revenga o el conde de Fontao. Uno de los abogados defensores no tiene reparos en señalar que «fue extremadamente educado, hizo las preguntas que él consideraba que tenía que hacer con toda corrección, lo que no quiere decir que no fuesen incisivas. Por utilizar la frase típica, se manejó con puño de hierro en guante de seda, pero fue muy correcto en todo momento y en todas circunstancias». 

			La imputada se mostró esquiva, rehuyó cuanto pudo la mirada del juez y buscó constante apoyo en sus abogados. Las más de mil preguntas que tuvo que contestar le pasaron factura en la garganta, lo que la obligó a consumir abundante agua y una buena dosis de caramelos. Por momentos, el bullicio exterior se sobrepuso a su volumen de voz, por lo que en varias ocasiones la secretaria judicial se vio obligada a pedirle que elevase el tono.

			Conforme pasa el tiempo, el magistrado se muestra seguro de la decisión tomada, y asegura que cualquier juez de Palma, o de Soria, hubiera hecho lo mismo. Siempre rechazó todo matiz heroico en su iniciativa seguro de que, en circunstancias parecidas, alguien llamado Juana Rodríguez Pérez hubiese sido igualmente interrogada sin tanto obstáculo. Pero el nombre de Cristina de Borbón pesa, aunque un vínculo con los hechos justificase su interrogatorio. «Lo anormal no ha sido llamarla, lo anormal ha sido la resistencia a algo tan simple como es venir a responder, si quiere, a lo que había que preguntarle», se defendió días después del interrogatorio ante un comentario crítico con su iniciativa. 

			Las respuestas de la infanta Cristina no aportaron novedad alguna a la causa; todo su testimonio puede resumirse en un lacónico «no sé, no me consta, no recuerdo». Respondió a la cuidada táctica diseñada por sus defensores, que no sirvió empero para obstaculizar la vía expedita al banquillo que abrió la Audiencia mallorquina y que el juez Castro recorrió con paso firme. 

			Para hacerlo, tuvo que vencer la dura oposición de la Fiscalía, de la Abogacía del Estado, de la representación procesal del Gobierno balear, de la defensa de Iñaki Urdangarin... Y tuvo que hacer algo más: analizar, matizar, criticar y esquivar la doctrina Botín del Tribunal Supremo que, en opinión de muchos, le impedía llevar a juicio a la infanta Cristina. Pocos magistrados, tal vez ninguno, se habían atrevido antes a tanto, y eso sí es toda una demostración de poder. 

			La doctrina Botín impidió sentar en el banquillo al fallecido presidente del Banco Santander y a otros tres altos directivos de la entidad por un delito fiscal, porque ni la Fiscalía ni la Abogacía del Estado (representante de la Agencia Tributaria) formularon acusaciones contra ellos, por lo que no cabía abrir juicio oral solo con los cargos formulados por una acusación popular. Una situación similar a la de la infanta Cristina. Pero el juez Castro reinterpretó la Ley de Enjuiciamiento Criminal, retorció los argumentos del Supremo y argumentó con solvencia la decisión de juzgar a la duquesa de Palma. De nuevo, para evitar nuevos revolcones, sus principales detractores prefirieron no recurrir y esperar al inicio de la vista oral. Allí, ante un tribunal distinto, volvieron a intentarlo, y cosecharon un rotundo fracaso. El respaldo al juez Castro, contrario a la aplicación de la doctrina Botín en este supuesto, fue unánime, y la silla 18 del banquillo de los acusados del caso Nóos conservó su regia ocupante.

			 

			 

			III

			 

			En 1990 Palma era un destino judicial tranquilo, pero Castro nunca quiso acomodarse y pronto ejerció de líder de sus colaboradores en el juzgado, a los que obligaba a dirigirse a él como Pepe y cuyo trabajo supervisa con celo «para ayudarnos más que para controlarnos». También se ganó el respeto de los miembros de las fuerzas de seguridad porque fue de los primeros en ponerse al frente de actuaciones como los registros judiciales o de las redadas antidroga, hasta entonces delegadas en los secretarios de los juzgados. 

			Meticuloso, riguroso, comprometido con la defensa de los derechos de los afectados por las causas judiciales por él conducidas, supo ganarse pronto el respeto entre los suyos, que acabaron por aceptar de buen grado las maratonianas jornadas de trabajo a las que los obligaba la forma de entender su trabajo de titular del juzgado. Uno de los más veteranos fiscales de la isla, Ladislao Roig, dibuja un retrato del juez Castro un tanto superlativo: «Es un juez justiciero en el buen sentido de la palabra: busca la verdad a fondo y hace respetar la ley con severidad». Un exmagistrado testigo de sus primeros lustros en los juzgados mallorquines recuerda que «desde que llegó como magistrado de Trabajo [antigua denominación de los jueces de lo Social] siempre ha sido un juez muy cercano a la gente».

			Un perfil tan personal como el suyo parece tenerle predestinado. Hoy a nadie sorprende que la primera causa por corrupción abierta en Palma fuese a caer en su juzgado. En enero de 1992, un edil socialista de Calviá denunció que dos miembros del PP le ofrecieron cien millones de pesetas de la época a cambio de favorecer que la alcaldía pasase a manos del partido conservador. 

			Nada extraño hoy en día, una operación más diseñada para romper el resultado que habían ofrecido las urnas y favorecer un cambio de signo político en el ayuntamiento que impulsase nuevos negocios inmobiliarios generadores de pingües beneficios privados. Pero en su momento la denuncia causó sorpresa y expectación. 

			Fue una causa fácil de instruir, pero ardua de fundamentar desde el punto de vista jurídico, porque la principal —si no la única— prueba de cargo aportada fueron las grabaciones magnetofónicas realizadas por el propio denunciante. Algo ya habitual hoy —en su origen, así nació el caso Gürtel—, en aquel momento provocó una situación inédita que carecía de precedentes jurisprudenciales. 

			El juez Castro fue capaz de sacarlo adelante. Su argumentación para dar valor probatorio a las grabaciones realizadas por el concejal socialista denunciante fue asumida por la Audiencia Provincial de Mallorca, que en 1993 condenó a dos militantes del PP —que fueron expulsados del partido— y a un comisionista por un delito de cohecho impropio a penas de cuatro y seis meses de arresto, respectivamente, y multa de cien millones de pesetas. El fallo dejó al partido conservador al margen de la actuación delictiva, y un año después fue ratificado por el Tribunal Supremo. 

			Hoy, cuando echa la vista atrás, el juez Castro tiene la sensación de que nada ha cambiado desde entonces. «Los medios siguen siendo los mismos: escasos», se queja a sus colaboradores. Y tampoco ha evolucionado el perfil del corrupto: «Entonces y ahora lo niegan todo, no hay forma de que alguno reconozca un delito de esa naturaleza; en este sentido los políticos, algunos al menos, siguen reaccionando de la misma manera». 

			El caso Calviá, como un mal cartero, volvió a llamar a las puertas del juez Castro en 1996. Andrés Bordoy, vicepresidente del PP de esa localidad y uno de los condenados por el intento de soborno, arrepentido, entregó al magistrado un documento comprometedor para el partido que implicaba en la trama a Eduardo Vellibre, que habría sido alcalde de la localidad si hubiese tenido éxito la trama urdida desde su despacho oficial por Francisco Gilet, exdiputado en el Congreso y durante un decenio mano derecha del expresidente balear Gabriel Cañellas. 

			El fuero de estos dos últimos se llevó la causa al Tribunal Superior de Justicia de Baleares, donde el magistrado Javier Muñoz indagó cuanto pudo durante dos años, pero en 1999 tuvo que rendirse ante la reducida pena prevista para delitos de ese calado, lo que provocaba que la prescripción se echase encima de los investigadores con inusitada rapidez. 

			Si el tropezón con el caso Calviá fue intenso, no lo fue menos la primera inmersión del juez Castro en el pillaje económico de altos vuelos. También en 1992 llegó a su juzgado una denuncia de la familia real de Kuwait, que acusó al agente de la propiedad mallorquín Martín Ferriol Font de estafarle unos 2.000 millones de pesetas. Este empresario administraba desde 1970 los intereses inmobiliarios kuwaitíes en Santa Margalida, Llucmajor, Calviá y Capdepera. 

			El aval de la banca de Kuwait, controlada por sus mentores, permitió a Ferriol Font desplegar durante dos décadas una intensa actividad como mediador, conseguidor, marrullero, embaucador y aprendiz de potentado, con exhibiciones de mal gusto como la que protagonizó cuando condujo a su hija hasta el altar de boda... en un helicóptero. 

			Lanzado de lleno a la especulación inmobiliaria, rompió la cesta de los huevos de oro cuando la familia real de Kuwait descubrió que había perdido el control sobre sus propiedades porque Ferriol Font las había utilizado como aval de préstamos bancarios para urbanizables negocios que no cuajaron. Detenido por orden del juez Castro, quedó en libertad tras pagar una fianza de doce millones de pesetas. De inmediato, huyó. Al año fue localizado en una sucursal bancaria de Londres, donde movía dos millones de pesetas que transportaba en una bolsa. Tras un trámite de extradición que entonces era complejo y tedioso, volvió a Mallorca, aunque el diagnóstico de un trastorno bipolar le ahorró tiempo de prisión preventiva.

			Fiscales que en aquellos años compartieron afanes con el juez Castro recuerdan que soñó con que Ferriol Font ayudase a desentrañar algunos de los más oscuros negocios urdidos al hilo de la explosión inmobiliaria en la isla y que incluyeron incluso una turbia muerte. Pero no pudo ser. El sospechoso apareció asesinado un domingo de julio de 1997 en un polígono industrial próximo a Palma. Para extrañeza de los investigadores policiales, el cadáver estaba indocumentado, pero su cartera conservaba intactas más de 650.000 pesetas en efectivo. 

			En sus años al frente del Juzgado de Instrucción Número 3 de Palma, el juez Castro ha aprendido cómo se las gastan el poder político y el económico cuando se sienten amenazados por la actividad judicial. Ha sufrido duras campañas de desprestigio promovidas tanto por el PP como por el Gobierno balear mientras estuvo controlado por este partido. Ha soportado varias denuncias ante el CGPJ por asuntos tan dispares como filtrar sumarios o desplazarse a la península para interrogar a testigos. Ha sido espiado por detectives privados pagados por turbios intereses económicos y ha sido víctima de seguimientos fotográficos oportunamente filtrados a la prensa. Sus teléfonos han sido auscultados con ansia; sus declaraciones de la renta han pasado de mano en mano; ha visto selladas con silicona las cerraduras de su domicilio... 

			¿Estresante? No lo ve así el juez Castro. Interrogado hasta la saciedad en los últimos años al respecto, su respuesta es casi siempre la misma: «Yo digo que no me ha presionado nadie, pero a lo mejor otro magistrado opinaría en mi misma situación lo contrario, porque hay quien se siente muy presionado por cualquier cosa, jueces cuya independencia guardan cuidadosamente en una especie de eucaristía». 

			El estallido del caso Nóos aumentó las sospechas entre sus más íntimos colaboradores de que podría ser víctima de maniobras para influir en su trabajo, pero él también lo ha rechazado siempre: «A mí no me ha llamado nadie, ningún ministro ni nadie para decirme lo que tenía que hacer o lo que no. Y si me han investigado por varias causas, uno se cuida las espaldas. Pero presión, nunca; puedo decir sin temor a equivocarme que no me he sentido presionado nunca ni atacado en mi independencia», tranquiliza a menudo al personal de su juzgado. «Ahora, si alguien ha hecho algo con la idea de presionarme, eso ya no lo sé...», matiza a continuación.

			A fuerza de repetir esta tesis, el juez Castro parece sincero cuando la expresa. Y acaso fue sincero cuando explicó a los funcionarios de su juzgado que asumía él el control absoluto del caso Palma Arena para no cargarles con más trabajo. Es el proceso que nació en 2008 a raíz de una denuncia de la Fiscalía Anticorrupción por una factura poco clara. «Al principio, siempre piensas que esto se resuelve en tres meses», recuerda ahora, pero el proceso es ahora una macrocausa con veintisiete piezas separadas que inundó su despacho hasta la saturación, y de las que en solo tres ha podido ordenar ya la apertura de juicio oral. 

			Control absoluto quiere decir que él en persona folió una a una decenas de miles de páginas de cada una de las piezas separadas, que escaneó y digitalizó para facilitar su manejo. Almacenó los vídeos y grabaciones que recogen los interminables interrogatorios. Interconectó su ordenador personal con el del despacho para poder trabajar sin solución de continuidad a cualquier hora en el sumario, que viaja sin cesar del juzgado al domicilio custodiado en potentes discos duros externos. Nadie, salvo él mismo, tuvo acceso a los legajos durante la instrucción del sumario. 

			Ha sido un esfuerzo titánico. Todos los escritos de cualquier tipo —incluidos miles de recursos— presentados por cualquiera de las partes personadas en el caso Palma Arena han sido tramitados en un máximo de cuarenta y ocho horas. Los periodistas mallorquines temen los lunes, día en el que ven la luz las tres o cuatro resoluciones preparadas por el magistrado durante el fin de semana. Peor era el primer lunes de septiembre: en algún caso llegaron a notificarse hasta cuarenta escritos fruto del febril ritmo de trabajo adoptado por el juez Castro durante las vacaciones del mes de agosto. «No he descansado un segundo, yo he trabajado como una auténtica mula», explica. 

			El problema, en su opinión, es el hipergarantista modelo procesal, que en una causa como el caso Palma Arena, con decenas de letrados personados dedicados a maquinar cómo alargar el procedimiento para que no llegue a juicio nunca, provoca situaciones kafkianas. Una de las pesadillas del juez Castro ha sido el abogado Antonio Alberca, defensor de Jaume Matas. «A mí me ha maltratado, he dedicado meses y meses solo a responder los escritos de este señor», protesta a menudo. 

			Con ser todo esto cierto, el juez Castro ha contado en los últimos años con una ayuda inestimable, la del fiscal anticorrupción Pedro Horrach. Juntos formaron un tándem demoledor en la lucha contra las prácticas corruptas protagonizadas por el expresidente balear Matas. Fue el fiscal quien impulsó la causa mediante una completa, compleja y certera solicitud de diligencias de investigación; fue el magistrado quien supo mantenerla a flote al construir la arquitectura jurídica que puso esas indagaciones a salvo de los proyectiles disparados por los defensores. 

			Juntos diseccionaron el mandato de Matas entre 2003 y 2007 hasta ofrecer a la sociedad una pavorosa radiografía de una forma de entender la gestión pública solo como un mecanismo de enriquecimiento personal y favorecimiento de los más allegados. Juntos sortearon las primeras maniobras del expresidente para frenar la investigación judicial. En marzo de 2010, tras tomarle declaración, el fiscal Horrach pidió medidas cautelares contra Matas y el juez ordenó su ingreso en prisión eludible mediante el pago de una fianza de tres millones de euros, la más alta nunca antes impuesta a un político en Baleares, que el expresidente abonó. 

			La prepotencia de Matas le molestó sobremanera. «El político no se rige por criterios legales, sino por criterios de oportunidad política que maneja como le da la gana». Y recurre en ocasiones al mismo ejemplo: «A Matas se le ocurrió el Palacio de la Ópera porque le pareció oportuno tener un Calatrava por encima de la ley de contratación pública, de las mesas de contratación, de las normas de adjudicación... Lo decidió en una cena porque era el presidente y no admite que hay ciertas cosas que no puede hacer aunque sea el presidente de la comunidad».

			Matas, a quien en alguna ocasión el líder del PP Mariano Rajoy señaló como ejemplo de gestión pública a seguir por su partido, es hoy un cadáver político contra el que ya pesa una condena firme por el caso Palma Arena, a falta de que se sustancien numerosos juicios pendientes. Aunque el abogado del exdirigente del PP no lo ve así. «Al final en el caso Palma Arena, ¿qué hay? Solo ha quedado lo del Instituto Nóos. Hasta veintiséis piezas separadas y, al final, dos cositas contra Matas, y para todo eso ha montado mucho lío y ha maltratado a mucha gente», protesta el letrado Alberca. 

			Lo cierto es que el trabajo combinado del tándem Castro-Horrach adquirió tintes casi legendarios en Mallorca, y la pareja puso durante años rostro a la lucha judicial contra la corrupción político-económica. Las largas jornadas de trabajo dentro y fuera del juzgado les hicieron amigos. Ambos recuerdan hoy que, en determinadas fases de la investigación, llegaron a pasar más tiempo juntos que con sus respectivas esposas. Decenas de registros e interrogatorios en Barcelona, Valencia y Madrid los obligaron a compartir viajes de trabajo y noches de copas y reflexión sobre las diligencias practicadas. Los dos acumulan numerosos fines de semana sin librar, que ya quedan a beneficio del inventario.

			Horrach (Sa Pobla, Mallorca, 1966) nació en el seno de una familia acomodada gracias al negocio hotelero en la isla, y si quisiera podría disfrutar de una plácida existencia lejos del tráfago de la Fiscalía. Pero nunca quiso. Es de esos fiscales que no tiene reparos en aguar la fiesta de Nochevieja a su mujer para acudir al despacho a preparar un escrito que debe ser remitido con urgencia al juzgado de guardia. También en eso se parece al juez Castro. Y en su extremo celo en proteger su vida privada ante los medios de comunicación. Y en su afición a las motos potentes y los coches deportivos. Es uno de los miembros de la Fiscalía más apreciados y respetados por los jueces mallorquines.

			Castro y Horrach eran la pareja perfecta, hasta que en su vida se les cruzó una mujer, la infanta Cristina. Y la culpa fue del fiscal, que como de costumbre dedicó un fin de semana de julio de 2010 a expurgar entre una montaña de documentos relacionados con alguna de las tropelías del gobierno de Matas bajo investigación. Allí apareció una carpeta con los millonarios contratos firmados con el Instituto Nóos, y su olfato de perro viejo se puso alerta.

			De nuevo, el tándem se puso en marcha con quirúrgica precisión. En dos años, los oscuros negocios del yerno del rey quedaron diseccionados y analizados. Pronto ambos confirman que en las relaciones entre el Gobierno balear y el Instituto Nóos se manejaron precios muy por encima de los del mercado, sujetos a contratos con enunciados muy genéricos que impedían acreditar si el servicio abonado había sido en efecto realizado. 

			En un primer cálculo, concluyeron que Urdangarin y su socio Torres obtuvieron un beneficio de un 170 por ciento sobre el coste de los servicios prestados (o no) a las instituciones con las que contrataron; es decir, de los 2,3 millones que percibieron de la administración de Matas, más de 1,5 se quedaron limpios en las arcas de Nóos. Desde allí fueron derivados a sus respectivas empresas patrimoniales, desde las cuales medio millón de euros viajó a paraísos fiscales. 

			En septiembre de 2010, Torres es llamado a declarar como testigo, circunstancia que aprovecha para entregar 384 documentos relacionados con los contratos que el Instituto Nóos suscribió con el Gobierno balear. Tras analizarlos, el juez no dudó en imputarle a petición del fiscal. El análisis de toda esa documentación empantana la investigación hasta que en noviembre de 2011 Castro desata la Operación Babel, que supone los registros de una miríada de empresas ligadas al Instituto Nóos en Barcelona y Valencia. 

			En esos momentos, el fiscal ya tiene al duque de Palma en su punto de mira y reclama su imputación por los delitos de falsedad documental, prevaricación, fraude a la Administración y malversación de caudales públicos. El 29 de diciembre, Castro le imputa. Cinco días antes, en su discurso de Nochebuena, el rey Juan Carlos acaba de recordar que «la Justicia es igual para todos». 

			El inevitable interrogatorio de Urdangarin comenzó el sábado 25 de febrero de 2012, precedido de una fuerte polémica porque el juez ordenó que, en contra de lo ocurrido hasta entonces, no se grabase la declaración. Muchos medios de comunicación entendieron la decisión como un trato de favor hacia el imputado. La explicación que da el instructor ahora es sencilla: «No se grabó a petición de la defensa del declarante; antes nadie lo había pedido». 

			Recurrir al método tradicional convirtió la diligencia en un infierno. Cada respuesta de Urdangarin era resumida por el juez para su reflejo en el acta, lo que provocaba cada vez encendidas discusiones sobre el contenido exacto que debía ser recogido por el secretario judicial. Fueron unas quinientas preguntas, pero el interrogatorio se prolongó también durante el domingo 26 de febrero, en sesiones de mañana y tarde. 

			Dos años después, la declaración de la duquesa de Palma se grabó en formato audio, lo que evitó reproducir una situación similar. En este caso, para el doble de preguntas formuladas, fue suficiente la sesión del sábado por la mañana para concluir el interrogatorio. 

			Castro siempre reconoce que la instrucción del caso Nóos ha sido cosa de dos: «Él ha hecho el trabajo propio de un fiscal, que creo que ha sido impecable, y yo el trabajo de un juez, y cada uno ha hecho lo que por ley tiene que hacer de la mejor manera posible». El abogado Alberca, defensor de Matas, no lo ve así: «El juez tenía una visión de todo predeterminada, buscaba demostrar lo que tenía en mente, demostrar que los acusados habían cometido una serie de delitos que solo él veía; va por ahí como si fuera el genio y yo creo que se ha magnificado a Castro y quien realmente ha hecho la investigación sobre todo ha sido el fiscal Horrach». 

			En cambio, uno de los abogados defensores de otros imputados no tiene reparos en reconocer que «al juez Castro nadie le puede echar en cara que no sea trabajador y meticuloso; es poco técnico en cuanto a ciencia jurídica, pero en la instrucción es esencial la meticulosidad, el recoger todos los datos, ser paciente y ordenado, y en eso nadie le gana». Puestos a señalar un defecto, este letrado dice que «le ha sobrado al final el enfrentamiento público y notorio con el fiscal; eso se lo podían haber ahorrado porque una cosa es la pérdida de su relación personal y otra cosa es que se traslade a los papeles del juzgado». 

			Virginia López Negrete, que dirige la acusación popular que ejerce Manos Limpias, ofrece una visión casi calcada. «Ha realizado una buena instrucción. Fue meticuloso y ordenado, a lo mejor poco técnico, y ha dejado escapar a algún que otro imputado que se le ha quedado en el cajón». Y también coincide con el anterior en que «lo que le ha sobrado podría ser el enfrentamiento con el fiscal Horrach, ahí se equivocaron los dos porque no deberían haber trasladado al plano jurídico sus enfrentamientos personales».

			Vienen estas dos opiniones a cuento porque la pareja se rompió cuando el juez cambió de criterio y decidió imputar a la duquesa de Palma en el arranque de 2013. El fiscal Horrach replicó con un duro escrito que en el momento procesal oportuno recibió una desabrida respuesta del instructor. Fue la primera herida, la que nunca se cerró. 

			Castro rechaza cualquier responsabilidad en la ruptura. «Las riñas no son culpa de dos, siempre hay uno que provoca y otro que se defiende», explica. Y añade: «Yo no inicié ningún ataque, a mí se me recurre un auto de una manera innecesariamente agresiva, por eso, cuando tuve la oportunidad procesal de replicar, lo hice y di mi opinión». En todo momento, el juez apoya su versión con una cascada de elogios hacia Horrach: «Es un fiscal excepcional, de los mejores que yo he conocido en mi vida, que interroga de una manera ejemplar, que sabe analizar cualquier documento, que en los registros es muy sagaz... Yo solo puedo decir cosas buenas de él». 

			La primera anulación de la imputación de la infanta no cerró el conflicto, que se extendió a otros ámbitos del proceso. En septiembre de aquel año, el instructor puso en marcha el mecanismo para imputar al expresidente de la Generalitat Valenciana Francisco Camps y a la alcaldesa de Valencia Rita Barberá. Ambas instituciones firmaron también sospechosos contratos con el Instituto Nóos. Lo hizo sin previo aviso al fiscal, al que pilló desprevenido. Pero Horrach maniobró de inmediato y abrió la vía para que el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana asumiese toda la causa, dado el fuero de Camps. 

			El juez reculó para no perder el control del sumario. Cuando en enero de 2014 se produce la segunda imputación de la infanta, Horrach le acusa de dar pábulo a una «teoría conspirativa» que se convierte en único sustento de una acusación que adolece de «déficit interpretativo». Castro no tuvo oportunidad de réplica, así que cuando se vieron las caras de nuevo durante el interrogatorio de la duquesa de Palma, Horrach, en su turno de preguntas, intentó ironizar sobre el extenso cuestionario judicial, pero el instructor le cortó de plano: «No me interprete, haga preguntas», le conminó.

			Abierto en junio el juicio oral contra los imputados en el caso Nóos, de nuevo la réplica fiscal fue hosca. En su opinión, el juez «desprecia indicios de notable fuerza exculpatoria» para la infanta, a la que presenta como víctima de «una espiral inquisitiva sin neutralidad, falta de imparcialidad y objetividad, mera especulación y pura ficción», dirigida en realidad por la presión de los medios de comunicación y la opinión pública. Por primera y única vez, Castro busca a la prensa para contestarle: se queja por las «expresiones de descrédito y falta de respeto» que le dirige en el escrito y le reta, «Si cree lo que escribe, que me denuncie por prevaricación». 

			La pregunta sobre si lo sucedido estos cinco últimos años ha servido para algo persigue al juez Castro como una maldición. Ofrece una respuesta ambivalente. Está convencido de que excluir a la infanta Cristina del proceso habría provocado que «esa imagen de que no somos todos iguales ante la ley se hubiera perpetuado». Pero no reprime un gesto de amargura cuando echa la vista atrás: «Se ha trabajado mucho innecesariamente, ha sido necesario el sacrificio de mucha gente para hacer algo que debiera ser normal, y ha habido enfrentamientos con personas que no debiera haber habido porque son personas tan válidas como yo». Varios compañeros en los juzgados de Palma le creen sincero cuando protesta porque «se ha provocado un desprestigio inmerecido hacia ciertas personas, porque a Pedro Horrach se le ha tachado de traidor y no se merece ese trato». Y a todos les regala una última reflexión: «Lamento lo pasado, pero si se repitiera y no hubiera más remedio, yo haría lo mismo». 

			El 20 de mayo de 2015 un camión de mudanzas aparcó en la parte trasera de la sede de los juzgados de Palma, al final de la cuesta y frente a la puerta que hicieran famosa Matas, Urdangarin y Cristina de Borbón. Casi una hora tardaron los operarios en cargar los cien tomos —unos 76.000 folios— y varios discos duros externos que recogen el caso Nóos para trasladarlo hasta la Audiencia Provincial de Baleares. «Yo ya he hecho mi trabajo, no sé si bien o mal, pero está hecho. Ahora toca que sean otros los protagonistas», sentenció Castro con aires de despedida. 

			Liberado ya de los cien tomos del caso Nóos, el despacho del juez ofrece un aspecto desolado, aunque por fin hay espacio para atender a las visitas. Castro lo observa ahora con la pesarosa convicción de que los juzgados son el único campo de batalla en el que se lucha contra la corrupción, aunque sea con las manos desnudas. En las estanterías le esperan decenas y decenas de tomos sobre otras corruptelas de la Administración Matas y la financiación irregular del PP balear, que protagonizarán sus dos últimos años de servicio en la judicatura. Después, el temido «tiempo tedioso de la jubilación» y la esperanza de que, cuando llegue el retiro, alguien le reconozca que, como juez, José Castro Aragón se ganó el sueldo.
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